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DERECHO DE PETICIÓN /COMPETENCIA PARA RESPONDER / REVOCA / HECHO SUPERADO / “En este sentido, debe la Sala mencionar que no le asiste razón al impugnante, pues fue allí donde se recibió el escrito de la señora Martha Cecilia, la petición estaba dirigida concretamente a él, y desde esa perspectiva no le asiste ninguna excusa para haber omitido dar una respuesta; si bien es cierto, la petición no estaba encaminada meramente una información, sino que solicitaba realizar un trámite procesal como consecuencia de la misma, y por ello se debía dar curso al mismo, también lo es que sobre el procedimiento a seguir debió informársele de manera oportuna.”

(…)

“No obstante, se puede observar que en el devenir de esta actuación, el Defensor de Familia Andrés Mauricio Gil castaño dio contestación a la libelista el 17 de julio, informándole la gestión que realizó a partir de su petición. 

Es de resaltar que tal como manifestó el accionante, sus escritos no fueron tenidos en cuenta por parte del Juez de instancia, tampoco los anexos que aportados por la Directora Regional del ICBF, pues como se puede evidenciar, desde su respuesta se hizo énfasis en que a pesar de no estar de acuerdo con que el trámite adecuado para la misma era el de un derecho de petición, ya la persona encargada lo había hecho (folio 19), es claro que si esos elementos hubieran sido considerados por el fallador, la decisión habría sido otra.”

(…)

“Teniendo en cuenta lo anterior, encuentra esta Corporación que, aunque de manera tardía, la pretensión de la parte demandante se ha visto satisfecha, inclusive en el trámite de la primera instancia y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado.”
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Doctor, ANDRÉS MAURICIO GIL CASTAÑO, Defensor de Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF- Regional Risaralda, Zonal Pereira, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 15 de julio de 2016, mediante el cual tuteló el derecho fundamental de petición invocado por la señora MARTHA CECILIA MONTOYA CARDONA. 

ANTECEDENTES:

Manifestó la accionante que el 31 de mayo de 2016 presentó derecho de petición al –ICBF- Regional Risaralda, Zonal Pereira, dirigido concretamente al Defensor Andrés Mauricio Gil Castaño, pero hasta la fecha de interposición de la tutela la entidad accionada no había emitido ningún pronunciamiento al respecto. 

Solicitó que por medio de la Judicatura se ordene a esa entidad dar respuesta inmediata y de fondo a su petición, toda vez que a través de esta solicitó que se reabra la investigación penal en contra del señor Wilton César Calderón por el delito de abuso sexual donde es víctima su hija María Juliana Calderón Montoya. 
Respuesta de las entidades accionadas: 

I) La Directora del ICBF Regional Risaralda entidad accionada planteó varias situaciones frente al presente asunto:  i)  el caso está siendo conocido  por el Centro Zonal Pereira hace aproximadamente cinco años, en los que  se ha disputado  la custodia y reglamentación de visitas de los padres de la niña María Juliana Calderón Montoya, pues se alega por parte de la madre un presunto abuso  sexual del padre hacia su hija; ii)  la Fiscalía General de la Nación decidió archivar la investigación en  el mes de enero del presente año;  iii) la señora Martha Cecilia presentó escrito el 31 de mayo de los cursantes invocando el derecho de petición, sin embargo, en su contenido señaló que no aceptaba la Resolución No. 067 del 24 de mayo de 2016 proferida en el trámite administrativo, por lo tanto, el operador jurídico  le dio otra interpretación, dándole el trámite procesal establecido en el  artículo 100 del código de infancia y adolescencia; iv)  en la actualidad el trámite de homologación de que trata el artículo referenciado anteriormente se encuentra en conocimiento del Juzgado Cuarto de Familia de esta Ciudad, allí reposa el original del expediente, del cual esa dependencia no conserva copia; v)  aclara que la niña no ha tenido contacto privado con su padre desde hace cinco años, pues durante ese tiempo las visitas han sido supervisadas por el ICBF, por esta razón no es posible solicitarle a la Fiscalía reabrir una investigación penal pues estarían incurriendo en delitos como falsa denuncia.  
Para concluir, indicó que mediante radicado No. S-2016-07-12 del 12 de julio de este año el Defensor de Familia de conocimiento le explicó a la señora Martha Cecilia el trámite dado a su petición. Por esta razón solicitó declarar que el ICBF no ha transgredido el derecho de petición que refiere la tutelante. 
II) Por su parte, el Defensor de Familia del ICBF –Zonal Pereira- Andrés Mauricio Gil Castaño, presentó memorial el 13 de julio, el cual sustentó básicamente en los mismos los argumentos que se usaron por la Directora del ICBF Regional Risaralda. 
Al parecer, el referido memorial no fue entregado en tiempo al Despacho, por lo que no fue tenido en cuenta al momento de proferir la decisión. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 7 de julio de 2016 y corrió traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió en providencia emitida el 15 de julio tutelar el derecho fundamental de petición de la señora Martha Cecilia Montoya Cardona, al considerar que a pesar de que el ICBF le dio a la petición presentada por la accionante el trámite previsto para los recursos a la que establece el artículo 100 de la Ley de Infancia y Adolescencia, nunca le informó lo ocurrido con la misma, por ello se encuentran superados los términos legalmente establecidos para dar respuesta a la petición elevada. 
En vista de lo anterior, resolvió ordenar al ICBF que en el término de 6 días siguientes a la notificación del fallo informara a la accionante el trámite dado a su petición. 
El 22 de julio el Defensor de Familia del Centro Zonal Pereira solicitó al Despacho de conocimiento complementar su providencia, ello en atención a que en su decisión no tuvo en cuenta el documento que se anexó a su respuesta (entregada en tiempo a un funcionario del centro de servicios), mediante el cual informó que dio contestación al derecho de petición presentado por la accionante. En este sentido no hubo ningún pronunciamiento por parte del A-quo. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN

El 26 de Julio, el Defensor de Familia del ICBF Andrés Mauricio Gil Castaño, presentó memorial mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, señalando que a las solicitudes presentadas por las partes involucradas en procesos administrativos de restablecimiento de derechos se les debe dar la interpretación que más los beneficie, pues si en el presente caso se le hubiera dado trámite a la solicitud de la señora Martha Cecilia como un derecho de petición se le habrían violado sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia.  
Cuenta que la accionante tenía conocimiento del trámite que se le daría a su escrito, pues de ello se le informó de manera personal y también telefónica en dos oportunidades en las que la profesional Ana María Arboleda Quiñones le recordó que debía llevar a su hija a las visitas vigiladas por parte del ICBF mientras se surtía el trámite de homologación, a lo cual se negó. 

Refiere que debió vincularse al Juzgado Cuarto de Familia, debido a que al momento en que se presentó la acción el proceso se encontraba allí, por lo tanto era ese Despacho el encargado de resolver la petición.

Finalmente resaltó que el A-quo no tuvo en cuenta la copia de la respuesta que por medio escrito se le envió a la señora Martha Cecilia y que adjuntó a su pertinente respuesta. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si en efecto la entidad accionada ha vulnerado el derecho fundamental de petición reclamado por la parte accionante, de manera que deba confirmarse el fallo del Juez A-quo, o si por el contrario lo dicho en la impugnación son argumentos suficientes para revocarlo y declarar que no existe tal vulneración. 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección. 
Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se hace al fallo de primera instancia que le ordenó al ICBF que a través del Defensor de Familia Andrés Mauricio Gil Castaño diera respuesta a la petición elevada por la accionante el 31 de mayo de 2016.
El artículo 23 Superior establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", lo cual es concordante con el ejercicio de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden y como lo ha decantado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud y que ésta sea de fondo, sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En Sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

“e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine. 

“f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.

“g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo sexto del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el Juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.

“h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

“i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994”
. 

En el caso puesto en conocimiento del Juez constitucional, la parte accionante cuestionó la falta de respuesta de fondo frente a la petición que hiciera ante el ICBF el 31 de mayo de 2016
, en la que solicitó el desarchivo de la investigación penal en contra del señor Wilton César Calderón por el delito de abuso sexual donde es víctima su hija María Juliana Calderón Montoya. 

Al no obtener una respuesta oportuna por parte de esa entidad, instauró la presente acción de tutela, para que a través de este mecanismo judicial se ordenara a quien correspondiera emitir contestación acerca de su solicitud. Lo que dijo la entidad al respecto, fue básicamente que no había vulnerado los derechos reclamados por la accionante pues una vez recibieron su solicitud le dieron el trámite que de la misma se puede interpretar, el cual no corresponde precisamente a un derecho de petición. 
De lo dicho por parte del ICBF en su impugnación, se puede interpretar que está alegando una falta de competencia para emitir la respuesta pretendida por la accionante, pues un pronunciamiento fondo sólo podía hacerse por parte del Juez de Familia, máxime cuando en el trámite de la tutela el expediente ya se encontraba allá. 
En este sentido, debe la Sala mencionar que no le asiste razón al impugnante, pues fue allí donde se recibió el escrito de la señora Martha Cecilia, la petición estaba dirigida concretamente a él, y desde esa perspectiva no le asiste ninguna excusa para haber omitido dar una respuesta; si bien es cierto, la petición no estaba encaminada meramente una información, sino que solicitaba realizar un trámite procesal como consecuencia de la misma, y por ello se debía dar curso al mismo, también lo es que sobre el procedimiento a seguir debió informársele de manera oportuna. 
Ahora, acerca del tema de la competencia que señala el contradictor, se debe hacer alusión a lo que al respecto ha  dicho la Corte Constitucional en su desarrollo jurisprudencial: 
“Si al recibir un derecho de petición, la entidad se percata de su falta de competencia, es su deber comunicárselo al peticionario dentro del término legal previsto y remitir la solicitud al funcionario competente. De esa manera se da una respuesta válida al derecho de petición. Sin embargo, la responsabilidad de dar una respuesta de fondo no desaparece. Es la entidad a la cual se le remitió la petición la que, en virtud de su competencia, debe dar una contestación satisfactoria dentro de los quince días posteriores al recibo de la remisión de la solicitud.”

En la sentencia T-1006 de 2001 esa Alta Corporación dijo: 
“(…)(i) la falta de competencia de la entidad ante quien se presenta la solicitud no la exime de la obligación de contestar y, en todo caso, (ii) la entidad pública debe comunicar su respuesta al peticionario
. Así que para garantizar el derecho de petición, “es esencial que el interesado obtenga una respuesta pronta, de fondo, clara y precisa, dentro de un tiempo razonable que le permita, igualmente, ejercer los medios ordinarios de defensa judicial cuando no está conforme con lo resuelto”
.”
Con base en lo anterior, es clara entonces la responsabilidad en cabeza del funcionario que recibió la petición haberse pronunciado sobre la misma dentro de los 15 días de la presentación de la misma, sin embargo, ello no ocurrió así. 

No obstante, se puede observar que en el devenir de esta actuación, el Defensor de Familia Andrés Mauricio Gil castaño dio contestación a la libelista el 17 de julio, informándole la gestión que realizó a partir de su petición. 
Es de resaltar que tal como manifestó el accionante, sus escritos no fueron tenidos en cuenta por parte del Juez de instancia, tampoco los anexos que aportados por la Directora Regional del ICBF, pues como se puede evidenciar, desde su respuesta se hizo énfasis en que a pesar de no estar de acuerdo con que el trámite adecuado para la misma era el de un derecho de petición, ya la persona encargada lo había hecho (folio 19), es claro que si esos elementos hubieran sido considerados por el fallador, la decisión habría sido otra. 

Debe decirse que esta Corporación verificó la guía RN
 que adjuntó el impugnante como soporte al envío de su respuesta a la señora Martha Cecilia, estableciendo que la misma fue entregada el 14 de julio de los cursantes.    
Teniendo en cuenta lo anterior, encuentra esta Corporación que, aunque de manera tardía, la pretensión de la parte demandante se ha visto satisfecha, inclusive en el trámite de la primera instancia y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 

De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

En conclusión, se revocará la decisión de primera instancia al encontrarse que en el presente asunto se configuró la figura del hecho superado desde el momento inclusive en que se encontraba en curso la primera instancia, por lo que la decisión se encontró errada al ordenar de nuevo al ICBF dar la contestación que ya se había proferido y notificado.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR en su totalidad el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día 15 de julio de 2016, y en su lugar DECLARAR la existencia de un HECHO SUPERADO, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
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